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OFICIAL 


JUNIO  DE  1914 


Se  completan  43  años  del  triunfo  de 
la  Revolución  de  1871. 

Los  caudillos  y  hombres  de  la  Revo¬ 
lución  casi  todos  han  desaparecido, 
pero  queda  en  pie  su  obra,  es  decir, 
Constitución  y  Leyes  de  Reforma,  que 
la  bonanza  del  tiempo  señala  como 
fruto  de  aquella  labor  fecunda. 

Fundaron  escuelas  de  igualdad  y 
fraternidad,  sin  más  distintivos  que 
los  merecimientos  de  cada  uno  por  sus 
adelantos  y  trabajo,  inculcándose  desde 
la  juventud  amor  a  la  libertad  y  res¬ 
peto  al  derecho  ajeno. 

Pasado  el  tiempo,  aquellos  políticos, 
no  han  sobrevivido  para  tener  la  buena 
suerte  de  contemplar  coronados  sus  es¬ 
fuerzos. 

Hoy,  el  cumplimiento  de  la  ley,  es 
la  promesa  de  todo  funcionario  público; 
y  en  el  orden  judicial,  es  vasta  la  tarea 
de  dar  a  cada  uno  lo  que  es  suyo. 

Los  progresos  del  país  dan  la  medida 
de  esa  labor. 


Núm.  5. 


Las  Leyes  de  Reforma,  Constitución. 
Código  Civil  y  de  Procedimientos,  de 
Comercio,  Fiscal,  de  Minería,  de  Salu¬ 
bridad,  Telegráfico  y  Telefónico,  etc., 
etc.,  es  tanto  y  más,  la  obra  de  la 
Administración  fundada  desde  el  71. 

Hoy  es  el  señor  Licenciado  Estrada 
Cabrera,  digno  Presidente  de  la  Repú¬ 
blica,  quien  se  encarga  de  realizar 
cada  día  más  progresos;  y  los  Tribu¬ 
nales  llenarán  el  grato  deber  de  ayu¬ 
darlo,  administrando  pronta  y  cumpli¬ 
da  justicia.  i . 


SEGUROS  E  INCENDIOS 

DECRETO  NÚMERO  810. 


La  Asamblea  Nacional  Legislativa 
de  la  República  de  Guatemala 

decreta : 

Artículo  l9 — El  incendio  de  las  casas 
o  establecimiento  asegurados  es  justi¬ 
ciable. 

Artículo  20 — Tan  pronto  como  la' au¬ 
toridad  tenga  conocimiento  del  hecho, 
procederá  a  instruir  de  oficio  la  corres- 
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pondiente  averiguación,  dictando  las 
providencias  necesarias  para  la  apre¬ 
hensión  de  la  persona  o  personas  que 
aparezcan  sindicadas  y  de  las  que 
directa  o  indirectamente  tengan  interés 
en  la  comisión  del  delito. 

Artículo  3ó — Se  permitirá  la  fianza 
de  haz  al  procesado,  previo  depósito  de 
una  suma  que  no  baje  de  la  cantidad 
a  que  ascienda  el  seguro. 

Artículo  4? — No  se  dará  curso  a  nin¬ 
guna  solicitud  concerniente  al  pago 
del  valor  del  seguro  mientras  no  se 
haya  fenecido  el  proceso. 

Artículo  5? — Si  resultare  culpable  el 
asegurado  se  le  impondrán  las  dos 
terceras  partes  más  de  la  pena  señalada 
al  delito. 

Artículo  69 — Cuando  apareciere  cul¬ 
pable  del  delito  la  persona  a  cuyo  cargo 
inmediato  esté  la  casa  o  establecimiento 
incendiado,  se  le  aumentará  la  pena  en 
la  proporción  indicada  anteriormente. 

Artículo  7*? — En  las  responsabili¬ 
dades  civiles  se  incluirán  los  daños 
causados  al  propietario  del  edificio, 
en  su  caso,  o  a  los  vecinos  perjudicados 
con  el  incendio. 

Artículo  8ó — En  estos  términos  que¬ 
da  modificado  el  Decreto  Gubernativo 
número  699,  emitido  el  19  de  julio 
último. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publi¬ 
cación  y  cumplimiento. 

Dado  en  el  Palacio  del  Poder  Legis¬ 
lativo:  en  Guatemala,  a  cinco  de  mayo 
de  mil  novecientos  diez. 

Artuko  Ubico, 

Presidente. 

J.  A.  Mandujano, 

Secretario. 

Felipe  Estrada  Paniagua, 
Secretario. 


Palacio  del  Poder  Ejecutivo:  Gua¬ 
temala,  seis  de  mayo  de  1910. 

Publíquese  y  cúmplase. 

Manuel  Estrada  C. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia. 

J.  M.  Reina  Andrade. 


Guatemala,  junio  3  de  1914. 

Señor  Presidente 

de  la  Corte  Suprema. 

Señor: 

Por  el  órgano  de  la  Secretaría  de  la 
Guerra  se  emitió  con  fecha  de  ayer  el 
acuerdo  que  dice: 

“Siendo  conveniente  a  los  intereses 
generales  del  país  y  a  la  buena  marcha 
de  la  Administración  de  Justicia,  que 
los  delitos  por  incendio  sean  juzgados 
por  los  tribunales  militares;  y  en  vista 
de  las  facultades  de  que  está  investido 
el  Ejecutivo  por  la  Asamblea  Nacional 
Legislativa, — el  Presidente  Constitu¬ 
cional  de  la  República, — acuerda: — 
Que  los  procesos  por  incendio  se  tra¬ 
miten  y  fenezcan  ante  las  autorida¬ 
des  militares  que  correspondan,  de 
entero  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  las 
disposiciones  legales  respectivas. — Co¬ 
muniqúese. — Estrada  C. — El  Secreta¬ 
rio  de  Estado  en  el  Despacho  de  la 
Guerra,  —  Luis  Ovalle.” 

Lo  que  tengo  el  honor  de  transcribir 
a  Ud.  para  su  conocimiento  y  efectos 
consiguientes. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para 
reiterar  a  Ud.  las  seguridades  de  mi 
más  distinguida  consideración. 

J.  M.  Reina  Andrade. 
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FONDOS  DE  JUSTICIA 


Interesante  es  recordar  algunas  dis¬ 
posiciones  relativas  a  las  recaudaciones 
de  dichos  fondos,  para  que  sean  cum¬ 
plidas.  En  efecto,  el  reglamento  res¬ 
pectivo  dice  en  su  artículo  21? 

Constituyen  el  fondo  de  gastos  de 
Justicia,  las  multas  y  las  penas  i)ecu- 
niarias  que  impongan  los  Jueces  de  líl 
Instancia,  los  Jefes  Políticos,  los  Alcal¬ 
des  y  los  que  hagan  las  veces  de  éstos 
cuando  todos  ellos  procedan  como  jue¬ 
ces  ordinarios,  o  administren  la  justicia. 
Al  mismo  fondo  corresponden  las  can¬ 
tidades  con  que  la,  Corte  redima  las 
penas,  en  los  casos  en  que  con  arreglo 
a  las  leyes,  pueda  acordar  esta  conmu¬ 
tación;  así  como  las  multas  en  que 
quedaren  incursas  las  x>artes  en  los 
casos  de  recusación;  los  depósitos  que 
se  hagan  en  los  recursos  de  casación; 
y  las  cantidades  comprometidas  por  los 
fiadores  carceleros,  cuando  por  decla¬ 
ratoria  judicial  hayan  éstos  incurrido 
en  la  pena  de  perderlas. 

Artículo  28. — Será  obligación  de  los 
receptores  particulares  remitir  al 'gene¬ 
ral,  el  día  primero  de  cada  mes,  un 
estado  de  las  multas  y  demás  condena¬ 
ciones  impuestas  en  su  departamento 
en  el  mes  anterior,  coa  expresión  de 
las  cobradas  de  las  que  serán  efectivas 
sin  ninguna  dificultad,  y  de  las  que 
presenten  algún  obstáculo  que  demande 
intervención. 

Con  el  objeto  de  que  sean  estricta¬ 
mente  cumplidos  los  respectivos  regla-, 
montos,  recordaremos  que  por  acuerdo 
de  1°  de  diciembre  de  1860  se  dispuso: 

Que  los  Jueces  de  l!l  Instancia  de  los 
departamentos,  a  excepción  de  los  de 


esta  capital,  el  día  x?rimero  de  cada  mes 
o  el  siguiente,  si  aquel  fuere  feriado, 
practiquen  personalmente  un  corte  de 
caja  en  las  respectivas  receptorías  par¬ 
ticulares,  revisando  una  en  pos  de  otra 
las  partidas  que  hubiere  asentado  el 
receptor  en  su  libro  manual  durante  el 
mes  anterior,  practicando  igual  revisión 
con  los  correspondientes  comprobantes, 
y  haciendo  constar  a  su  vista  la  canti¬ 
dad  que  según  la  cuenta  resulte  de 
existencia. 

El  estricto  cumx>limiento  de  los  regla¬ 
mentos  respectivos  permitirá  que,  no 
obstante  que  en  el  presupuesto  se  fijan 
cantidades  en  favor  de  cada  despacho, 
se  puede  hacer  algo  más  por  la  admi¬ 
nistración  de  justicia,  conforme  al 
artículo  286  del  Código  Penal. 

Por  disposiciones  posteriores,  si  los 
recaudadores  de  los  fondos  de  justicia 
son  los  Jueces  de  l?1  Instancia  en  su 
respectivo  departamento,  corresponde 
a  ellos,  en  consecuencia,  dar  cuenta 
cada  fin  de  mes  con  el  movimiento  de 
fondos  habido  y  evitar  se  les  dé  otro 
destino. 


NO  OFICIAL 


HIJOS  NATURALES  RECONOCIDOS 


Se  publica  en  este  número  un  fallo 
sobre  el  importante  tema  de  la  patria 
potestad  en  los  hijos  naturales  recono¬ 
cidos,  cuando  los  padres  no  hacen  vida 
maridable  y  no  hay  por  lo  tanto  un 
hogar  común. 

Se  ha  creído  por  algunos  que  hay 
deficiencia  en  nuestra  legislación,  por 
causa  del  diferente  criterio  que  ha  pro- 


70 


GACELA.  DE  LOS  TRIBUNALES 


sidido  acerca  de  la  teoría  de  la  inves¬ 
tigación  de  la  paternidad. 

La  verdad  es  que 'ño  en  todas  las 
legislaciones  domina  el  mismo  criterio 
jurídico. 

Así.  en  la  legislación  alemana  Código 
Civil,  Artículo  11,  se  dice:  “El  hijo 
menor  legítimo  tiene  su  domicilio  en 
casa  de  su  padre.  El  ilegítimo  en  casa 
de  su  madre;  el  adoptivo  en  casa  del 
adoptante;  el  hijo  conserva  su  domici¬ 
lio  hasta  que  lo  abandona  legalinente.” 

Las  leyes  de  Partida  daban  a  la  ma¬ 
dre  la  tutela  legítima.  Por  las  leyes 
del  matrimonio  civil  tiene  también  su 
patria  potestad  la  madre,  y  si  es  esta 
natural,  de  aquí  procede  el  conflicto, 
no  habiendo  un  hogar  común. 

Hay  legislaciones  que  en  estos  casos 
confieren  a  los  jueces  resolver  consul¬ 
tando  las  conveniencias  de  los  menores 
y  hay  casos  en  que  se  establece  un  con¬ 
sejo  de  familia. 

Los  desacuerdos  entre  padre  y  ma¬ 
dre  son  margen  de  dificultades  y  el 
artículo  336  del  Código  Civil  francés 
dice:  que  el  reconocimiento  hecho  por 
el  padre  sin  indicación  y  conformidad 
con  la  madre,  no  produce  efectos  sino 
respecto  el  primero. 

En  consecuencia,  fijando  nuestras 
leyes  la  situación  legal  en  los  casos  de 
divorcio  o  separación,  se  han  seguido 
los  preceptos  respecto  a  los  hijos  natu¬ 
rales  reconocidos  y  reglas  de  la  patria 
potestad;  pero  bien  caben  reformas  a 
la  legislación  en  este  concepto;  habien¬ 
do  en  tanto  que  aplicar  la  ley  tal  como 
está. 

En  los  Estados  Unidos  la  acción  de 
la  madre  para  pedir  alimentos  pres¬ 
cribe  a  los  dos  años,  de  lo  que  se  infiere 
que  ella  los  tiene  en  su  poder. 


El  artículo  154  del'  Código  Civil  es¬ 
pañol  dice:  que  los  hijos  naturales  reco¬ 
nocidos  están  bajo  la  potestad  del 
padre  o  de  la  madre  si  los  reconocen. 
Concordancias:  Leyes  1!!  a  3^,  artículo 
17  Procedimientos,  4;l  Códig  >  Civil 
francés,  371  italiano,  230,  286  Gua¬ 
temala,  México  285,  Uruguay  232,  Ho¬ 
landa  353. 

El  Código  Civil  de  Costa  Rica  hace 
declaraciones  precisas:  “Artículo  144. 
Las  madres  ejercen  la  patria  potestad 
sobre  sus  hijos  no  legítimos;  pero  si  se 
trata  de  •  hijos  naturales  reconocidos 
por  el  padre,  con  el  consentimiento  de 
la  madre  o  si  el  padre  ha  dado  alimen¬ 
tos  al  hijo  en  los  dos  años  anteriores 
al  reconocimiento,  la  patria  potestad 
pertenece  al  padre  y  en  defecto  de  éste 
a  la  madre.  v 

“En  los  demás  casos  de  hijos  natura¬ 
les  reconocidos,  el  ejercicio  de  la  pa¬ 
tria  potestad  corresponde  al  padre  en 
defecto  de  la  madre.’’ 

Las  legislaciones  no  están,  pues,  uni¬ 
formes,  y  es  conveniente  fijar  nuestra 
atención  en  materia  de  tanta  impor¬ 
tancia. 

Bien  sabido  es  que  nuestro  Código 
Civil  concuerda  con  el  Peruano.  Este, 
como  derivación  de  la  patria  potestad, 
impone  el  derqpho  y  la  obligación  de 
mantener  a  los  hijos  en  su  poder,  esto 
es,  a  los  legítimos,  legitimados,  adop¬ 
tivos  y  naturales  reconocidos,  y  en  de¬ 
fecto  /leí  padre  a  la  madre.  Hice  el 
Código  Peruano,  artículo  202  al  260 
casi  igual  al  nuestro.  “Si  los  padres 
estuvieren  separados,  la  madre  tiene' 
el  derecho  de  conservar  en  su  poder  a 
los  hijos  que  no  hayan  cumplido  la 
edad  de  tres  años.  Se  agrega:  los  demás 


( 


% 

GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


71 


hijos  ilegítimos,  sin  distinción,  que¬ 
dan  en  poder  de  la  madre,  puesto 
que  el  padre  es  incierto,  o  a  lo  menos 
desconido. 

Esta  compleja  cuestión  la  resuelve, 
de  acuerdo  con  nuestra  ley,  la  sentencia 
de  la  Corte  de  Casación  de  Guatemala, 
que  en  este  número  públicamos. 

No  omitiremos  exponer  lo  que  di¬ 
ce  el  Código  Civil  de  Portugal  (ar¬ 
tículo  166):  “Los  hijos  menores  pro¬ 
hijados  están  sujetos  al  poder  paterno 
en  la  misma  forma  que  los  legítimos.” 

De  aquí  se  derivan  soluciones  que  se 
definen  y  controvierten. 

Hay  códigos,  en  fin,  como  el  indicado 
de  Portugal,  que  conceden  una  especie 
de  tutería  a  los  jueces,  para  que  según 
las  conveniencias  de  los  hijos,  resolver 
en  caso  de  discordia  lo  más  favorable 
a  ellos,  precedentes  dignos  de  atención 
donde  no  existen  consejos  de  familia, 
como  entre  nosotros ;  pero  que  hay  que 
tomar  en  cuenta,  como  lo  comprueba 
el  fallo  que  publicamos. 


Corte  Suprema  de  Justicia. 


RESOLUCIONES 


✓ 


CIVIL 


Patria  potestad  del  padre  sobre  los  hijos 
ilegftimos  reconocidos. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate¬ 
mala,  nueve  de  mayo  de  mil  novecien¬ 
tos  catorce. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y  con  los  antecedentes  de  que 
procede,  la  sentencia  fecha  dos  de  fe¬ 
brero  del  corriente  año,  en  que  la  Sala 


4:>  de  Apelaciones  confirma  la  que  dic¬ 
tó  el  Juez  1?  de  l!t  Instancia  de  Quezal- 
tenango  y  que  manda  a  doña  Eugenia 
Iialda  entregar,  dentro  de  tercero  día, 
a  don  Filogonio  de  León  a  su  menor 
hija  Eluvia  Feliciana  de  éste  último 
apellido. 

Resultando:  que  el  veintitrés  de  mar¬ 
zo  de  mil  novecientos  once  se  presentó 
al  Juez  1?  de  1¡1  Instancia  de  Quezal- 
tenangó  don  Carlos  B.  Gálvez,  como 
apoderado  de  don  Filogonio  de  León, 
manifestando:  que  su  poderdante  pro¬ 
creó  con  doña  Eugenia  Raída  una  niña 
que  entonces  tenía  cinco  años  de  edad, 
la  cual  había  reconocido  como  hija  su¬ 
ya  en  escritura  pública,  autorizada  por 
el  Notario  Fernando  D.  Ramírez,  que 
para  el  efecto  acompañaba:  que  tenien¬ 
do  noticia  de  que  dicha  niña  era  vícti¬ 
ma  del  mal  trato  que  le  daba  su  madre, 
quien  además  observaba  una  conducta 
poco  satisfactoria,  lo  que  era  un  mal 
ejemplo  para  aquella,  ocurría  deman¬ 
dando  a  la  referida  Raída  con  el  dere 
cho  que,  como  padre,  le  daba  la  ley,  la 
entrega  de  la  mencionada  menor. 

fy- 

Resultando:  que  corrido  traslado  en 
vía  ordinaria  a  la  señora  Raída,  negó 
la  demanda  exponiendo:  que  se  había 
separado  del  señor  de  León,  con  quien 
había  vivido  maridablemente,  para 
librar  a  su  hija  del  mal  carácter  de 
su  padre. 

Resultando:  que  recibido  el  juicio  a 
prueba  por  el  término  ordinario,  no 
fué  rendida  ninguna  por  las  partes,  y 
corridos  los  trámites  de  ley  solamente 
la  actora  alegó  de  bien  probado,  acom¬ 
pañando  varios  documentos,  entre  ellos 
la  partida  de  nacimiento  de  Eluvia  Fe¬ 
liciana,  en  la  que  consta  que  ésta  fué 
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reconocida  por  su  padre  don  Filogonio 
de  León. 

Resultando:  que  después  de  llama¬ 
dos  autos  el  Juez,  para  mejor  fallar, 
citó  a  confesión  judicial  a  la  señora 
Raída,  quien  en  dicha  diligencia  ma¬ 
nifestó:  que  la  niña  Eluvia  Feliciana 
es  hija  ilegítima  de  Filogonio  de  León, 
y  que  es  muy  cierto  que  la  contestante 
vive  maridablemente  con  Fernando 
Russott. 

Resultando:  que  cumplido  el  auto 
para  mejor  fallar  pronunció  el  Juez  la 
sentencia,  de  la  que  al  principio  se  hizo 
relación  y  que  fué  confirmada,  como 
ya  se  dijo  por  la  Sala  4^  de  la  Corte 
de  Apelaciones. 

Resultando:  que  contra  el  fallo  últi¬ 
mamente  citado  introdujo  el  presente 
recurso  la  señora  Raída,  con  auxilio 
del  Lie.  T.  Medina  por  estimar  viola¬ 
dos  los  artículos  182,  Código  Civil,  19, 
inciso  3?  y  634  Procedimientos  Civiles. 

Considerando:  que  la  Sala  apoyó  su 
resolución  en  el  derecho  que,  conforme 
la  ley,  y  en  virtud  de  la  patria  potes¬ 
tad  tienen  los  padres  sobre  sus  hijos, 
y  no  en  las  disposiciones  del  artículo 
182  del  Código  Civil,  que  no  podía  te¬ 
ner  aplicación  en  el  presente  caso,  por 
que  se  refiere  únicamente  a  las  perso¬ 
nas  entre  quienes  ha  existido  el  vínculo 
conyugal,  motivo  por  el  cual  no  ha  sido 
violado. 

Considerando:  que  los  artículos  19, 
inciso  3?  y  634  del  Código  de  Procedi¬ 
mientos  Civiles  tampoco  fueron  viola¬ 
dos;  por  que  los  Jueces,  de  acuerdo  con 
lo  que  preceptúa  el  artículo  523  del 
mismo  cuerpo  de  leyes,  tienen  facultad 
para  exigir  confesión  judicial  a  cual¬ 
quiera  de  los  litigantes  sobre  los  he¬ 


chos  que  estimen'  de  influencia  en  la 
cuestión  y  no  resulten  probados. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  fundamento  de  lo  que  dispo¬ 
nen  los  artículos  1867  y  1882,  Código 
de  Procedimientos  Civiles  , desestima  el 
recurso  interpuesto  y  condena  a  la  par¬ 
te  que  lo  introdujo  a  la  pérdida  del 
depósito  constituido  que  deberá  ingre¬ 
sar  a  la  Receptoría  de  Fondos  de  Jus¬ 
ticia  y  al  pago  de  las  costas  de  esta 
incidencia. 

Notifíquese  y  devuélvanse  los  autos 
en  la  forma  que  corresponde. 

Antonio  G.  Saeavia. — José  A.  Be- 
teta. —  J.  Manuel  Klée.  —  Quikino 
Flores  y  Flores. — J.  Antonio  Godot. 

José  Salazar  Z., 

Secretario. 

Al  margen:  salvó  su  voto,  por  ser  de 
distinto  parecer,  el  Vocal  Godoy. 


VOTO  PARTICULAR 


Por  mayoría  se  ha  declarado,  por  los 
señores  Vocales  de  este  Tribunal,  im¬ 
procedente  el  recurso  de  casación  in¬ 
terpuesto  por  doña  Eugenia  Raída 
contra  la  sentencia  de  la  Sala  4?"  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  en  el  juicio  que 
a  dicha  señora  le  promovió  don  Filo¬ 
gonio  de  León. 

La  ejecutoria  de  la  Sala  confirmó  el 
fallo  de  1  %  Instancia  en  que  se  declaró 
que  la  parte  demandada,  como  madre 
de  Elodia  Feliciana  de  León,  de  ocho 
años  de  edad,  debía  entregar  ésta  a  su 
padre  señor  de  León  dentro  de  tercero 
día. 
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El  Tribunal  de  Casación  que  ahora 
ha  conocido  del  asunto,  así  como  la 
Sala  al  fallar  en  el  sentido  indicado, 
ha,n  fundádose  en  que,  residiendo  la 
patria  potestad  en  los  hijos  legítimos 
o  ilegítimos  reconocidos  en  el  padre  y 
en  defecto  de  éste  en  la  madre,  la  ley 
dispone  que  dichos  hijos  deberán  estar 
en  poder  del  primero  durante  la  mino¬ 
ría  de  edad.  Ciertamente  el  título  89, 
Libro  19,  Código  Civil,  al  tratar  de  la 
patria  potestad,  dispone  (inciso  39, 
Artículo  287),  que  el  padre  deberá 
mantener  a  los  hijos  en  su  poder  y 
recogerlos  del  lugar  donde  estuvieren. 

Este  precepto  además  de  ser  general, 
explica  dos  cosas:  19  que  está  en  la 
obligación  del  padre  dar  el  sustento 
diario  a  los  hijos  y  que  éstos  deberán 
reconocer  por  residencia  del  lugar 
paterno,  so  pena  de  que  mande  o 
piense  recogerlos:  además,  otras  dis¬ 
posiciones  especiales  de  la  ley  mandan 
que  ejerza  la  patria  potestad  la  madre, 
lo  cual  ocurre,  entre  otros  casos,  cuan¬ 
do  los  hijos  fueren  menores  de  tres 
años  y  aún  excediendo  de  esa  edad 
si  fueren  mujeres,  pudiendo  entonces 
compeler  al  padre  a  que  le  suministre 
alimentos.  Los  artículos  que  así  lo 
prescriben,  dicen: 

Artículo  182,  Código  Civil. — A  la 
madre  divorciada,  haya  dado  o  no 
motivo,  toca  cuidar  personalmente  de 
los  hijos  menores  de  cinco  años,  sin 
distinción  de  sexo  y  de  las  hijas  de 
toda  edad. 

Artículo  184,  ibídem. — Toca  al  padre 
durante  el  divorcio  el  cuidar  de  los 
hijos  varones . 

Artículo  247,  ibídem. — El  que  está 
obligado  a  dar  los  alimentos,  cumple 
con  entregar  la  pensión  alimenticia. 


Artículo  248,  ibídem. — Pero  si  el 
Juez  comprendiere  que  es  más  prove¬ 
choso  al  hijo  recibir  los  alimentos  en 
la  casa  paterna,  puede  declararlo  así  a 
instancia  del  padre. 

Artículo  249,  ibídem. — Durante  los 
tres  primeros  años  del  hijo,  no  tiene 
la  facultad  el  padre  de  llevarlo  a  su 
casa  para  cumplir  allí  con  la  obligación 
de  alimentarlo. 

El  Doctor  Cruz  en  sus  instituciones 
de  Derecho  Civil  Patrio  (Tomo  19, 
página  303,  número  636),  comenta 
algunos  de  los  artículos  citados  de  la 
manera  siguiente:  “El  que  está  obli¬ 
gado  a  dar  los  alimentos,  cumple  con 
entregar  la  pensión  alimenticia,  sin 
que,  generalmente  hablando,  tenga 
que  llevar  el  alimentado  a  su  casa, 
porque  esto  podría  algunas  veces  hacer 
mucho  más  gravosa  la  obligación. 
Tampoco  el  alimentado  tiene  que  ir  a 
recibir  los  alimentos  en  especie,  en 
casa  del  alimentista,  porque  no  se 
puede  exigir  generalmente  que  viva 
con  otro;  cuando  es  un  hijo  el  que  ha 
de  ser  alimentado  y  el  padre  solicita 
que  reciba  los  alimentos  en  su  casa  y 
él  comprenda  que  esto  es  más  prove¬ 
choso  para  el  hijo,  puede  disponerlo 
así;  entendiéndose  siempre  que  el  hijo 
sea  mayor  de  tres  años,  pues  antes  de 
esa  edad  el  padre  no  tiene  facultad  de 
llevarlo  a  su  casa  para  cumplir  con  la 
obligación  de  alimentarlo,  porque  re¬ 
clamando  imperiosamente  los  cuidados 
de  la  madre,  debe  permanecer  a  su 
lado.  Cuando  se  trata  de  hijos  de 
cónyuges  divorciados  quedan  en  poder 
de  la  madre  las  hijas  de  toda  edad  y 
los  hijos  menojjes  de  cinco  años.” 

Ante  los  preceptos  legales  que  se 
dejan  invocados  y  del  comentario 
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hecho  por  el  Doctor  Cruz,  no  parece 
arreglado  a  nuestro  derecho  escrito,  la 
ejecutoria  que  profirió  la  Sala  44  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  ya  que  para 
dictarla  sólo  tuvo  el  presente  tratado 
de  patria  potestad  y  no  las  demás  leyes 
que  en  parte  lo  modifican. 

El  Tribunal  de  Casación  se  ha  ins¬ 
pirado  en  esa  misma  doctrina  haciendo 
caso  omiso  de  las  disposiciones  espe¬ 
ciales  transcritas  antes,  y  las  cuales  se 
rigen  cuando  se  trata  -  de  resolver  en 
poder  de  quién  quedarán  los  hijos 
ilegítimos  y  mucho  más  cuando  son 
mujeres. 

Si  en  el  divorcio  la  ley  ha  querido 
que  las  hijas  queden  en  poder  de  la 
madre,  ¿por  qué  la  Sala  sentenciadora 
y  el  Tribunal  de  Casación  ahora  han 
resuelto  que  la  hija  ilegítima  reconoci¬ 
da  por  el  señor  de  León  pase  a  poder 
de  este,  quitándosela  a  la .  madre,  sin 
que  previamente  se  probara  algún 
motivo  legal  para  perder  el  derecho 
de  tener  a  su  hija  bajo  su  guarda  y 
cuidado?  ¿Por  qué  ambos  Tribunales 
pasando  sobre  los  artículos  menciona¬ 
dos  arriba  y  sobre  los  principios  que 
la  naturaleza  graba  en  el  corazón  de 
un|  madre,  desconoce  el  derecho  que 
ésta  tiene  en  retener  a  su  hija? 

Con  el  precedente  sentado  por  esos 
dos  fallos,  todos  los  hijos  ilegítimos 
reconocidos,  forzosamente  irán  al  poder 
del  padre,  aunque  sean  mujeres.  Co¬ 
mo  consecúencia  de  esas  mismas  reso¬ 
luciones,  quedan  sin  aplicación  los 
artículos  247,  248  y  249  del  Código 
Civil.  Este  artículo  será  el  que  más 
de  lleno  se  viole,  pues  deja  al  Juez  la 
facultad  de  mandar  o  no  entregar  al 
hijo  ilegítimo  que  reclama  alimentos 


al  padre,  mientras  que  hoy  el  Tribunal 
de  Casación  fija  de  un  modo  absoluto 
que  todo  padre  está  facultado  de 
llevarse  al  hijo  ilegítimo  por  más  que 
a  éste  le  sea  más  favorable  estar  al 
lado  de  la  madre. 

Más  todavía.  La  mujer  que  por 
cualquier  causa  sea  víctima  de  la 
crueldad  o  asechanzas  de  un  hombre 
con  quien  ha  conservado  amores  ilí¬ 
citos,  y  ya  no  quiere  continuar  en  la 
vida  común  que  hayan  tenido,  tendrá 
que  soportar  los  atropellos  sin  separar¬ 
se  del  concubino,  ésto  por  que  no  la 
despoje  de  los  hijos  que  han  procrea¬ 
do.  A  todo  esto  y  a  mucho  más  dará 
lugar  la  resolución  que  hoy  dictó  el' 
Tribunal. 

Fundado  en  lo  expuesto  y  respetan¬ 
do  en  mucho  el  ilustrado  y  profundo 
criterio  de  los  señores  Vocales  que  por 
mayoría  opinaron  en  el  sentido  que 
reza  el  fallo  de  esta  fecha,  con  pena 
he  votado  en  contra. 

Guatemala,  13  de  mayo  de  1914. 

J.  Antonio  Godot. 


ACTAS  DE  VISITAS 


Salas  de  Apelaciones. 

En  Guatemala,  a  primero  de  junio 
de  mil  novecientos  catorce,  constituido 
el  señor  Presidente  del  Poder  Judicial, 
asociado  del  señor  Magistrado  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  Licenciado 
don  J.  Manuel  Klée,  en  la  Sala  14  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  donde  se  en¬ 
contró  al  señor  Presidente  de  la  Sala 
señor  Licenciado  don  J.  Antonio  Man¬ 
dil  j  ano,  estando  ausentes  los  señores 
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Magistrados  propietario  Castañeda  Go- 
doy  y  suplente  Aragón  Lardón,  se 
procedió  a  practicar  la  visita  que  orde¬ 
na  la  Ley  Orgánica  y  Reglamentaria 
del  Poder  Judicial,  de  la  manera  si¬ 
guiente: 

Lió  cuenta  el  señor  Presidente  de 
la  Sala  con  diez  y  seis  procesos  crimi¬ 
nales,  con  reo  preso  que  se  encuentran 
a  la  vista  para  dictar  sentencia;  y  cua¬ 
renta  y  uno  sin  reo  preso  que  se  en¬ 
cuentran  también  a  la  vista  para  dictar 
sentencia.  En  poder  del  señor  Magis¬ 
trado  Mandujano  y  en  estudio  se 
encuentran  siete  asuntos;  en  poder  del 
señor  Magistrado  Castañeda  Godoy 
cinco  asuntos;  y  en  poder  del  señor 
Aragón  Lardón,  ninguno;  treinta  y 
dos  asuntos  civiles  suspensos  por  falta 
de  promoción  de  las  partes.  Se  en¬ 
cuentran  asimismo,  en  trámite,  doscien¬ 
tas  cincuenta  causas  criminales  y  como' 
injl  asuntos  civiles  pendientes,  de  que 
promuevan  las  partes. 

El  señor  Presidente  de  la  Sala  mani , 
festó:  que  no  podía  dar  cuenta  con  el 
acta  de  la  última  visita  por  no  exis¬ 
tir;  informó  también  el  señor  Presi¬ 
dente  que  no  hay  en  el  archivo 
ni  muébles  a  propósito  para  guardar 
los  expedientes.  Como  se  notó  que  la 
pieza  que  ocupan  los  Srs.  Magistrados 
esta  deteriorada,  se  autorizó  al  Sr.  Man¬ 
dil  j  ano  para  q  ue  haga  el  gasto  indispen¬ 
sable  para  reparar  el  edificio  y  comprar 
los  libros  necesarios.  Hizo  presente  asi¬ 
mismo  el  Sr.  Mandujano  que  se  hace  in¬ 
dispensable  el  nombramiento  de  un  es¬ 
cribiente  supernumerario  para  salir  de 
todo  el  retraso  que  hay  en  el  ramo 
criminal,  siquiera  por  el  tiempo  que 
falta  de  este  año;  que  los  gastos  de 


escritorio  no  son  de  ninguna  manera 
suficientes  para  el  servicio  que  cada 
día  se  aumenta.  Los  libros  de  uso 
ordinario  de  la  oficina  se  encuentran 
bien  llevados.  Se  examinaron  también 
los  estados  mensuales  de  las  dependen¬ 
cias  y  j  uzgados.  Lurante  el  curso  de 
la  visita  llegó  el  señor  Magistrado 
Aragón  Lardón  a  cuyo  estudio  pasaron 
hoy  cuatro  asuntos  criminales;  y  se 
levanta  la  presente  acta  que  firman 
los  señores,  Presidente  y  Magistrados 
en  el  concepto  de  adoptarse,  para  aten¬ 
der  las  indicaciones  oportunas,  las 
medidas  del  caso: 

Antonio  G.  Sara. vía. — J.  Manuel 
Klée. — J.  A.  Mandujano. — Fernando 
Aragón  D. — J.  A.  Martínez,  Secre¬ 
tario. 


En  la  ciudad  de  Guatemala,  a  cuatro 
de  junio  de  mil  novecientos  catorce, 
constituido  el  señor  Presidente  del 
Poder  Judicial  asociado  de  los  señores 
Magistrados  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  Licenciado  don  J.  Manuel 
Klée  y  don  J.  Antonio  Godoy,  en  la 
Sala  2il  de  la  Corte  de  Apelaciones 
donde  se  encontró  al  señor  Presidente 
de  la  Sala  Licenciado  don  J.  Leopoldo 
Rosales,  estando  ausentes  los  señores 
Magistrados  Ojeda  Salazar  y  Girón, 
suplentes,  con  los  que  se  ha  integrado 
al  Tribunal,  se  procedió  a  practicar  la 
visita  que  ordena  la  Ley  Orgánica  y 
Reglamentaria  del  Poder  Judicial,  de 
la  manera  siguiente: 

Asuntos  civiles,  a  la  vista  ocho  para 
dictar  sentencia  y  veintinueve  autos, 
seis  causas  criminales  para  dictar  sen¬ 
tencia  y  ocho  autos.  En  la  mesa  del 
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señor  Presidente  en  estudio  cuatro 
autos  civiles.  En  la  mesa  del  señor 
Magistrado  Aparicio  que  hoy  está  a 
cargo  del  señor  Magistrado  suplente 
Girón,  existen  a  la  vista  veinticinco 
autos  civiles  y  veinticinco  autos  cri¬ 
minales.  En  la  mesa  del  señor  Magis¬ 
trado  propietario  Paredes,  y  que  está 
hoy  a  cargo  del  señor  Magistrado  su¬ 
plente  Ojeda  Salazar,  se  encuentran  en 
estudio  seis  autos  criminales  y  tres 
autos  civiles.  Asuntos  en  trámite, 
veintidós  civiles  y  catorce  criminales; 
despachados  y  pendientes  de  que  las 
partes  suministren  papel,  veinticinco 
asuntos  civiles;  en  la  Secretaría  sus¬ 
pensos  por  falta  de  promoción  de  las 
partes,  como  trescientos. 

Habiéndose  notado  que  en  la  Secre¬ 
taría  existen  muchos  asuntos  corres¬ 
pondientes  al  Juzgado  1*?  de  1^  Instan¬ 
cia  de  esta  capital,  Chimaltenango  y 
del  Petén,  que  corresponden  a  otras 
Salas,  se  dispuso  que  a  la  mayor  bre¬ 
vedad  posible  sean  remitidos  a  las 
Salas  respectivas.  Informó  el  señor 
Presidente  que  no  existe  el  libro  de 
actas,  por  cuya  razón  no  se  pudo  tener 
a  la  vista  la  anterior,  correspondiente 
a  la  última  visita,  y  que  hacen  falta 
algunos  libros  para  el  uso  ordinario 
de  la  Sala,  que  serán  proporcionados; 
los  libros  que  lleva  la  Secretaría  están 
bien  y  correctamente  llevados.  Ordenó 
el  señor  Presidente  del  Poder  Judicial 
que  se  compren,  a  cargo  de  la  Recepto, 
ría  de  Fondos  Judiciales,  algunos  úti¬ 
les  de  escritorio  para  el  uso  de  la 
Secretaría.  El  mobiliario  se  encuentra 
en  buen  estado  lo  mismo  que  el  deco¬ 
rado. 

No  habiendo  otra  providencia  que 
dictar,  se  suspendió  esta  acta  que  fir¬ 


man  con  el  señor  Presidente  las  perso¬ 
nas  iniciadas  en  esta  acta: 

Antonio  G.  Saeavia.— J.  Manuel 
Klée. — J.  [Antonio  Godoy. — J.  Leo¬ 
poldo  Rosales. — Rafael  Martínez  Ro¬ 
das. 


En  Guatemala,  a  cuatro  de  junio  de 
mil  novecientos  catorce,  constituidos 
el  señor  Presidente  de  la  Corte  Su¬ 
prema  de  Justicia  y  Magistrados  Klée 
y  Godoy,  en  el  Despacho  de  la  Sala  3?1 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  fueron 
recibidos  por  el  señor  Presidente  Bari- 
llas,  Magistrados  Cuevas  del  Cid,  Cruz 
y  el  señor  Fiscal  Sandoval.  Se  infor¬ 
mó  no  existir  acta  de  la  última  visita 
por  no  haber  sido  practicada.  Se 
presentaron  dos  estados  de  los  juicios 
pendientes  del  Tribunal:  el  de  lo  Civil 
con  veintinueve  y  el  de  lo  Criminal 
con  veinte,  habiendo  muchos  de  estos 
asuntos  en  trámite.  Respecto  a  juicios 
en  curso  sin  promover  se  guardan 
convenientemente. 

Los  archivos  están  en  buen  estado, 
pero  se  necesita  un  escribiente  super¬ 
numerario  encargado  de  cuidar.  El 
señor  Presidente  Barillas  presentó  un 
proyecto  de  reforma  y  mejoras  del 
departamento  que  ocupa  por  valor  de 
siete  mil  quinientos  pesos.  Con  lo  que 
se  dió  por  terminada  la  presente  visita, 
haciéndose  constar  la  regularidad  con 
que  se  llevan  los  libros  de  la  Secretaría. 

Antonio  G.  Saravta. — J.  Manuel 
Klée. — J.  Antonio  Godoy. — José  Ba- 
rillas  V. — Leopoldo  Cuevas  del  Cid. 
— Julián  R.  Cruz. — F.  E.  Sandoval. 


Nota:  Al  practicarse  las  visitas  se  examinaron 
las  actuaciones,  practicándose  algunas 
d  iligencias. 
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Guatemala,  junio  8  de  1914. 

Señor  Juez  2*  de  1?  Instancia. 

Presente. 

Señor: 

De  orden  de  la  Superioridad  se  ser¬ 
virá  Ud.  dar  estricto  cumplimiento  al 
artículo  204  del  Código  de  Procedi¬ 
mientos  Penales,  a  efecto  de  que  los 
Jueces  de  Paz,  en  los  ocho  primeros 
días  de  cada  mes,  le  remitan  un  estado 
comprensivo  de  los  juicios  verbales  en 
materia  criminal,  y  un  cuadro  nominal 
de  las  condenas  por  faltas  que  se 
hubieren  impuesto  durante  el  mes, 
determinando  el  tiempo  o  cantidad  de 
la  conmuta  o  pena  pecuniaria. 

Exigirá  que  en  cada  caso  se  cumpla 
lo  dispuesto  respecto  a  actas  o  razones 
prevenidas  por  los  artículos  797  y  800 
del  Código  antes  citado. 

De  Ud.  atento  S.  S. 

José  Salazar  Z., 
Secretario, 


EXTRACTO 

de  algunas  de  las  más  importantes  dispo¬ 
siciones  del  Código  de  Minería  de  1908. 


DE  LAS  MINAS. 

Se  consideran  como  minas  las  que 
contengan  en  filones,  mantos  o  balsa- 
das  oro,  .plata,  platino,  mercurio,  plo¬ 
mo,  hierro  en  filones  o  yacimientos,, 
manganeso,  cobre,  estaño,  cinc,  bis¬ 
muto,  cobalto,  arsénico,  magnesia, 
antimonio,  molibdeno  u  otras  sustan¬ 
cias  metálicas,  azufre,  .carbón  de  pie¬ 


dra,  lignito,  betún,  alumbre  y  sulfatos 
de  base  metálica  (artículo  2*?,  decreto 
686,  Código  de  Minería). 

Las  minas  antedichas  pertenecen 
exclusivamente  al  Estado  (  artículo  3(>, 
Código  de  Minería). 

Los  particulares  podrán  por  los  me¬ 
dios  establecidos  en  este  Código,  obte¬ 
ner  la  posesión  y  la  propiedad  de  las 
minaá,  cualquiera  que  sea  el  origen  de 
éstas  y  la  forma  de  su  yacimiento,  ya 
se  encuentren  en  terrenos  nacionales, 
municipales  o  de  particulares. 

Se  exceptúan,  sin  embargo,  las  mi¬ 
nas  de  "azufre  y  salitre,  cuya  explota¬ 
ción  se  liará  por  contratos  especia¬ 
les  con  el  Gobierno  de  la  República, 
(artículo  69  Código  de  Minería). 

Las  piedras  y  metales  preciosos  en 
estado  natural  que  se  encuentren  aisla¬ 
dos  en  la  superficie  del  suelo,  pertene¬ 
cen  al  primero  que  los  tome,  no  siendo 
dentro  los  límites  de  una  concesión  mi¬ 
nera  (artículo  8C>,  Código  de  Minería). 

Las  canteras  son  de  explotación 
común  cuando  se  hallen  en  terrenos 
eriales  del  Estado  o  de  los  municipios. 

Se  entiende  esta  disposición  sin  per¬ 
juicio  del  derecho  del  Estado  o  de  las 
Municipalidades  para  conceder  a  los 
partieulares'la  explotación  de  las  can¬ 
teras  bajo  reglas  y  condiciones  especia¬ 
les  (  artículo  39,  Código  de  Minería). 

Las  arenas  auríferas,  los  depósitos 
de  hierro  de  transportación  o  de  alu¬ 
vión  y  las  demás  producciones  minera¬ 
les  de  los  ríos  y  placeres  nacionales  de 
uso  público  o  de  municipios,  serán 
de  libre  aprovechamiento  sin  necesi¬ 
dad  de  licencia. 

Si  se  desea  beneficiar  aquellas  are¬ 
nas  y  sustancias  en  establecimiento 
fijo,  por  medio  de  maquinarias  o  cons- 
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trayendo  obras  y  edificios  destinados 
a  tal  objeto,  podrá  el  interesado  pedir 
se  constituya  pertenencia  minera. 

Para  demarcar  y  conceder  la  perte¬ 
nencia  minera  a  que  este  artículo  se 
refiere,  es  indispensable  que  el  solici¬ 
tante  compruebe  que  ha  obtenido  el 
consentimiento  del  dueño  del  terreno 
en  donde  deba  constituirse  la  perte¬ 
nencia,  o  el  hecho  de  haber  pagado  la 
cantidad  a  que  monte  la  indemniza¬ 
ción  de  los  daños  y  perjuicios  que  se 
puedan  ocasionar  o  hubieran  ocasio 
nado  a  tal  propietario.  (Artículo  10?, 
Código  de  Minería). 

Las  minas  forman  un  inmueble  dis¬ 
tinto  y  separado  del  terreno  o  fundo 
superficial,  aunque  aquéllas  y  éste 
pertenezcan  a  un  mismo  dueño ;  y  la 
propiedad,  posesión,  uso  y  goce  de 
ellas  se  transferirá  como  los  de  los 
demás  fundos  y  con  sujeción  a  las 
disposiciones  de  este  Código. 

La  venta,  promesa  de  venta  o  dona¬ 
ción  de  una  mina  se  celebrará  con 
sujeción  a  las  disposiciones  del  Código 
Civil  relativas  a  los  bienes  raíces,  pero 
la  tradición  no  se  considerará  hecha, 
sino  mediante  la  inscripción  de  la 
venta  o  donación  en  el  Registro  de 
Minas,  en  la  forma  que  determina  el 
artículo  61  de  este  Código  (artículo 
12,  Código  de  Minería). 

DEL  CATEO  O  EXPLORACIÓN. 

Todo  habitante  de  la  República  pue- 
,  de  hacer  calinatas  para  descubrir  y 
reconocer  los  criaderos  minerales  en 
terrenos  abiertos  o  no  destinados  al 
cultivo,  con  la  obligación  de  resarcir, 
en  su  caso,  los  daños  y  perjuicios  que 
causare. 


Si  los  terrenos  fueren  de  particu¬ 
lares,  éstos  no  podrán  impedir  a  los 
investigadores  o  cateadores  el  ejercicio 
del  derecho  acordado  por  este  artículo 
(  artículo  16,  Código  de  Minería). 

Para  poder  hacer  exploraciones  o 
cáteos  en  terrenos  cultivados  o  cerca¬ 
dos  es  indispensable  la  licencia  del 
dueño  o  del  administrador  del  fundo. 

En  caso  de  negativa  de  éstos,  el 
Alcalde  del  lugar  podrá  económica¬ 
mente  conceder  la  licencia  solicitada, 
previa  audiencia  verbal  de  los  intere¬ 
sados  y  expertos,  si  lo  creyere  opor¬ 
tuno  o  lo  solicitase  alguna  de  las  par¬ 
tes  (artículo  17,  Código  de  Minería) 

Cualquiera,  sea  o  no  concesionario 
de  minas,  puede  solicitar  ante  el  Jefe 
Político  departamental  un  sitio  de 
aguas  en  determinado  cauce  para  la 
elaboración  de  minerales. 

El  Jefe  Político  accederá  a  la  solici¬ 
tud,  sin  perjuicio  de  tercero  que  tuviere 
una  concesión  análoga,  con  tal  que  no 
comprenda  más  terreno  ni  se  usen  más 
aguas  de  las  que  fueren  necesarias,  se¬ 
gún  la  importancia  de  los  trabajos  y 
previo  informe  de  un  Ingeniero  desig¬ 
nado  por  la  Dirección  General  de  Mi¬ 
nas. 

El  propietario  del  cauce  será  siem¬ 
pre  indemnizado  de  los  perjuicios  que 
se  ocasionaren. 

Es  pertenencia  minera  un  sólido  de 
profundidad  vertical  indefinida,  par¬ 
tiendo  de  donde  comienza  el  subsuelo, 
con  una  superficie  de  diez  hectáreas, 
de  forma  rectangular  que  tenga  en  uno 
de  sus  lados,  por  lo  menos,  una  longi¬ 
tud  de  cien  metros  (artículo  35  ídem). 

El  descubridor,  sea  nacional  o  ex¬ 
tranjero,  de  veta  nueva,  manto,  bolsa, 
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o  creadero  de  cualquiera  otra  clase  que 
contenga  alguna  de  las  sustancias  o 
piedras  preciosas  tiene  derecho  a  su 
concesión  (artículo  36  ídem). 

Se  estima  también  como  descubri¬ 
miento  el  hallazgo  de  sustancias  metá¬ 
licas,  aunque  en  el  venero  o  criadero 
que  las  contenga  haya  una  o  más  ca¬ 
tas  practicadas  anteriormente,  con  tal 
que  ninguna  de  ellas  haya  sido  objeto 
de  una  concesión  y  registro  preceden¬ 
tes  (artículo  37). 

Cuando  dos  o  más  interesados  pre- 
tendiei’en  ser  descubridores  de  un  ve¬ 
nero  o  creadero,  se  otorgará  la  conce¬ 
sión  a  favor  de  aquel  que  justifique 
haber  hallado  metal  en  él,  aunque 
otros  lo  hayan  cateado  antes.  En  caso 
de  duda,  se  tendrá  por  descubridor  al 
que  primero  se  presentó  solicitando  la 
concesión  (artículo  38). 

El  descubridor  de  minas  en  terreno 
donde  no  se  liafa  concedido  y  regis¬ 
trado  otra,  dentro  del  radio  de  cinco 
kilómetros,  tiene  derecho  a  una  conce¬ 
sión  de  una  a  tres  pertenencias  (ar¬ 
tículo  39). 

El  descubridor  dentro  del  radio  de 
cinco  kilómetros  de  mina  registrada, 
tiene  derecho  a  una  sola  pertenencia 
(artículo  40). 

Fuera  de  estos  casos,  en  ningún  otro 
puede  otorgarse  al  solicitante  más  de 
una  concesión;  pero  por  cualquier  tí¬ 
tulo  traslativo  de  dominio  pueden 
adquirirse  otras  concesiones  sin  limi¬ 
tación  alguna  (artículo  41). 

Se  representan  como  descubridores 
los  restauradores  de  antiguos  minera¬ 
les  abandonados  y  podrán,  en  su  caso, 
obtener  la  concesión  minera  a  que  se 


refieren  los  artículos  anteriores  (ar¬ 
tículo  42  ídem). 

Desde  que  se  hace  un  descubrimien¬ 
to,  cualquiera  persona  hábil  puede 
solicitar  ante  el  Jefe  Político  departa¬ 
mental  una  concesión  de  diez  hectá¬ 
reas  de  superficie  para  explorar  la  veta: 
durante  noventa  días  por  el  rumbo 
que  indique  y  a  continuación  del  pun¬ 
to  que  señalare  el  descubridor,  sin  que 
otro  alguien  pueda  practicar  trabajos 
ni  adquirir  derechos  análogos  en  el 
terreno  de  esa  concesión.  El  plazo  de 
noventa  días  se  contará  desde  la  fecha 
de  dicha  concesión  (artículo  43  ídem). 

Si  concurrieren  dos  o  más  solicitando 
concesiones  de  la  clase  que  indica  el 
artículo  anterior,  será  preferido  el  pri¬ 
mero  que  se  hubiere  presentado  y  suce¬ 
sivamente  los  demás,  por  el  orden  de 
antigüedad  (artículo  44). 

Si  el  concesionario  descubriere  cria¬ 
dero  mineral  presentará  a  la  autoridad 
respectiva  su  solicitud  en  forma  para 
obtener  la  propiedad  de  la  mina,  y 
una  vez  obtenida,  procederá  a  efectuar 
las  labores  de  pago  y  demás  que  indica 
el  artículo  54.  Si  habiendo  practicado 
trabajos  bien  dirigidos  y  suficientes 
con  relación  al  plazo  señalado,  el.  con¬ 
cesionario  de  esta  clase  de  pertenencias 
no  hubiere  podido  encontrar  criaderos 
por  ser  el  cerro  muy  escarpado  o  por 
otra  causa  que  no  pueda  imputársele  y 
solicitare  que  se  le  prorrogue  dicho  pla¬ 
zo,  se  le  concederá,  previo  conocimiento 
de  causa  o  informe  pericial  y  con  la 
calidad  de  que  la  prórroga  no  pueda 
exceder  de  otro  tanto  del  plazo  primi¬ 
tivo  (artículo  45  ídem). 
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DE  LA  ADQUISICIÓN  DE  LAS  MINAS.  * 

Toda  solicitud  que  tenga  por  objeto 
la  denuncia  o  concesión  de  mina  de¬ 
berá  presentarse  ante  la  Jefatura  Polí¬ 
tica  del  departamento  donde  aquélla 
se  encuentre  (artículo  46). 

La  solicitud  de  que  habla  el  ar¬ 
tículo  anterior  expresará  necesaria¬ 
mente  en  el  escrito  de  petición:  1?  El 
nombre  del  peticionario  y  de  sus  com¬ 
pañeros,  si  los  tuviere,  su  domicilio  y 
profesión.  29  Las  señales  más  indivi¬ 
duales  y  características  del  sitio  en 
que  está  ubicado  el  creadero,  cuya  ad¬ 
judicación  solicita.  3?  Si  el  cerro  o 
terreno  del  descubrimiento  ha  sido  o 
no  explotado.  4o  La  naturaleza  o  clase 
de  la  sustancia  descubierta,  acompa¬ 
ñando  una  muestra  de  ella  que  la  dé 
a  conocer  distintivamente.  59.  El  nú¬ 
mero  de  pertenencias  que  desea  obtener 
el  solicitante  y  si  el  terreno  es  sus¬ 
ceptible  de  admitirlas.  6?  Si  éste  es 
baldío,  ejidal  o  de  propiedad  particu¬ 
lar,  expresando  en  este  último  caso  el 
nombre  y  residencia  del  propietario. 
7?  La  clase  de  venero  o  criadero  descu¬ 
bierto,  la  forma  de  la  ubicación  y  el 
rumbo  que  más  o  menos  manifiesta  a 
la  superficie.  8?  El  nombre  que  se 
propone  dar  a  la  mina  y  los  de  las  ve¬ 
cinas,  si  las  hubiere.  9?  El  lugar,  día, 
mes  y  año  de  su  presentación  (artículo 
46  ídem). 

La  autoridad  ante  quien  presente 
una  denuncia  de  minas,  deberá  proce¬ 
der  a  marcar  o  señalar  las  muestras 
presentadas  o  a  sellar  el  envase  o  reci¬ 
piente  que  las  contenga,  con  el  fin 
de  que  puedan  especificarse  y  no  se 
confundan  con  otras,  y  al  pie  de  la 


petición  levantará  una  acta  hacien¬ 
do  constar  la  fecha  y  hora  en  que  fuó 
presentada,  detallando  las  marcas  o 
señales  de  las  muestras.  Esa  acta  se 
firmará  también  por  el  interesado  y 
servirá  para  comprobar  la  prelación  de 
la  denuncia  en  su  caso  (artículo  48 
ídem) . 

-• 

Acto  seguido  de  extendida  el  acta, 
se  proveerá  la  petición,  previniendo  al 
interesado  que  dentro  de  un  plazo  que 
no  excederá  de  quince  días,  si  no  hu¬ 
biere  propuesto  en  la  denuncia  la  prue¬ 
ba  respectiva  que  justifique:  1?  La 
existencia  del  criadero  en  el  sitio  de¬ 
nunciado  y  que  de  aquél  se  ha  extraído 
la  muestra  presentada,  lo  que  se  veri¬ 
ficará  por  medio  de  dos  testigos.  29 
Que  en  su  superficie  ha  fijado  señales 
o  mojones  visibles  que  distingan  el 
criadero  solicitado  de  cualquier  otro. 
39  Si  el  cerro  o  terreno  del  descubri¬ 
miento  es  susceptible  de  la  extensión 
que  como  concesión  se  solicite. 

Si  con  las  justificaciones  que  se  rin¬ 
den  se  comprobare  la  existencia  del 
criadero,  se  admite  la  solicitud  sin  per¬ 
juicio  de  tercero;  se  manda  hacer  pu¬ 
blicación  en  el  periódico  Oficial,  fiján¬ 
dose  los  carteles  respectivos  por  treinta 
días,  dentro  cuyo  plazo  quien  se  crea 
con  derecho  puede  hacer  oposición 
(artículo  52). 

En  el  propio  plazo  deberán  hacerse 
las  labores  y  trabajos  del  caso. 

Transcurridos  los  términos  y  practi¬ 
cados  los  trabajos  preparatorios,  la  Je¬ 
fatura  Política  eleva  las  diligencias  al 
Ministerio  de  Fomento. 
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Practicadas  las  diligencias  de  men¬ 
sura,  se  extiende  por  el  Ejecutivo  res¬ 
pectivo  título  de  propiedad. 

Los  artículos  66  a  67  establecen  pro¬ 
hibiciones  para  adquirir  minas  a  los 
funcionarios  en  sus  respectivos  depar¬ 
tamentos. 

La  mensura  y  amojonamientos  de 
las  minas  se  establece  en  los  artículos 
68  al  89;  y  se  trata  del  abandono  del 
articulólo  al  98. 

En  el  99  se  habla  de  la  denuncia  de 
minas  abandonadas  o  despobladas. 

En  el  artículo  109  y  siguientes  se 
prescribe  lo  relativo  a  juicios  de  minas. 

Por  el  119  se  fijan  los  derechos  de 
minero. 

El  título  9?  se  ocupa  de  las  comisio. 
nes  a  que  está  sujeto  el  laboreo  de  mi¬ 
nas. 

El  título  10?  establece  una  Dirección 
General  de  Minas. 

El  título  11  se  ocupa  de  los  derechos 
y  deberes  entre  empresarios  de  minas, 
sus  empleados  y  obreros. 

El  12  habla  de  las  minas  de  Compa 
ñías  y  de  comunidad;  el  18  de  la  Ju¬ 
risdicción  de  Minas. 

El  Poder  Ejecutivo  ejerce  la  Juris¬ 
dicción  Económica  y  Gubernativa  y  los 
Tribunales  la  Jurisdicción  Contenciosa, 
en  concepto  de  Jueces  de  Hacienda. 

Las  minas  no  son  susceptibles  de  em¬ 
bargo,  a  menos  de  hipoteca  especial  o 
estipulación. 

La  ley  establece  todo  lo  relativo  a 
embargos  y  administración  en  los  jui¬ 
cios  ejecutivos  y  quiebras. 


No  se  puede  conceder  la  propiedad 
de  ninguna  mina  que  se  encuentre  den¬ 
tro  de  la  zona  que  el  Estado  se  reserva 
en  las  fronteras  de  la  República,  según 
el  artículo  18  del  Decreto  483  y  su  adi¬ 
cional  número  326,  si  no  a  los  nacio¬ 
nales  o  nacionalizados,  circunstancia 
que  se  hará  constar  en  el  expediente 
respectivo  con  la  certificación  del  De¬ 
positario  del  Registro  Civil. 

La  traslación  del  dominio  de  las  mi¬ 
nas  a  que  se  refiere  este  artículo  por 
cualquier  título  que  se  haga,  será  de 
hecho  nula,  si  el  nuevo  dueño  no  com¬ 
prueba  en  aquella  forma  su'  condición 
de  guatemalteco  (artículo  208). 

Entre  las  disposiciones  transitorias, 
durante  el  término  de  quince  años,  go¬ 
zan  las  empresas  mineras  de  diversas 
excepciones  fiscales  y  municipales;  pero 
pagan  la  Contribución  Territorial  de 
seis  por  millar. 

Los  empleados  y  jornaleros  están 
exceptuados  del  servicio  militar  en 
tiempo  de  paz  y  de  cargos  concejiles. 

Se  conceden  diversas  franquicias  a 
los  emigrantes  traídos  por  empresas 
mineras. 


NOTA: 

Se  suplica  a  los  periódicos  que  re¬ 
ciban  el  presente,  se  sirvan  remitir  el 
canje  a  la  Administración  de  la  Ga¬ 
ceta  de  Tribunales,  que  está  en  la 
Biblioteca  del  Poder  Judicial. 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


CUADRO 

que  demuestra  el  número  de  resoluciones  dictadas  por  los  Tribunales  de  la 
República  en  el  mes  de  mayo  de  1914. 


TRIBUNALES 


Sala  1*  de  Apelaciones _ _ 

Sala  29  de  Apelaciones . . . 

Sala  3"  de  Apelaciones . . 

Sala  49  de  Apelaciones . . 

Sala  5*  de  Apelaciones _ _ 

Juzgado  l9  de  l9  Instancia _ 

Juzgado  29  de  l9  Instancia _ 

Juzgado  39  de  l9  Instancia. _ 

Juzgado  49  de  l9  Instanciá . 

Juzgado  59  de  l9  Instancia _ 

Juzgado  69  de  l9  Instancia _ 

Sacatepéquez - - 

Amatitlán . . . -- . 

Escuintla  . . - . . — 

Suchitepéquez - - —  . 

Retalhuleu.. - - 

San  Marcos... . — . — 

Quezaltenango,  l9  de  l9  Instancia. 
Quezaltenango,  2?  de  l9  Instancia  . 

El  Progreso _ -■ - 

Totonicapán  . . . . . 

Quiché- _ _ _ 

Chimaltenango . - . 

Solol  á . . . 

Huehuetenango . . 

Baja  Verapaz . . . 

Alta  Verapaz  (Cobán) - 

Santa  Rosa. . 

Jutiapa  — ' - - - 

Chiquimula . . . . 

Jalapa _ _ _ _ 

Zacapa . . . . . 

Izaba! . . . . . . . 

Petén . . . . . 


COMANDANCIAS  DE  ARMAS 

Guatemala . . . 

Sacatepéquez . . 

Amatitlán . . . 

Escuintla . . . . . . 1 - 

Such  itepéquez . . . . 

Retalhuleu . . — . .  .. 

San  Marcos.. . . . . . 

Quezaltenango _ _ _ 

El  Progreso . 

Totonicapán  . . . 

Quiché  . . i . . . . 

Chimaltenaxgo . . . - . 

Solol  á . . . 

Huehuetenango .  . . 

Baja  Verapaz . . . .  . . 

Alta  Verapaz . . . . 

Santa  Rosa _ _ _ _ 

Jutiapa - - - - 

Chiquimula - -  - - 

Jalapa - - - - - 

/^acapa . - . - . 

Izabal _ j. . . . 

Petén . . . 


Suma . 


RAMO  CIVIL  RAMO  CRIMINAL 


Autos  Sentencias  Autos  Sentencias 


28 


19 

27 


259 

219 

118 


90 

43 

43 

97 

49 

228 

299 

47 

19 

64 

103 

47 
52 

48 
63 
38 
27 
92 
80 
18 

176 

15 

5- 


12 


2,449 


5 

4 

10 


6 

7 

32 

46 

SO 


33 
395 

90 

86 

74 

79 

26 

34 
120 
186 

78 

21 

58 

73 

89 

56 

46 

109 

53 

68 

251 

129 

183 

129 

17 
8 

69 

15 

18 


15 
84 
10 

16 
37 

2 

8 

16 

11 

10 

74 

W 

19 

24 

35 

18 

5 

11 

2 


73 


3,155 


8 

7 

6 

17 

10 


A  LA  VISTA 


Civil  Criminal 


2 

3 

4 

5 

6 

2 

4 

2 

3 

3 

1 

14 

i 

125 


22 


13 


54 


3 

89 


55 
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NOTA:— Los  datos  que  no  aparecen  no  se  han  recibido. 


CUADRO 


de  los  señores  Magistrados  de  las  Salas  4'>  y  5il  de  la  Corte  de  Apelaciones,  Magis¬ 
trados  Suplentes  de  las  cinco  Salas,  empleados  principales  del  Poder  Judicial, 
Funcionarios  Militares  y  Vocales  de  la  Corte  Marcial;  Distritos  jurisdiccionales  de 
las  cinco  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  y  de  los  Jueces  Departamentales. 


Sala  ly  de  la  Corte  de  Apelaciones: 


Presidente,  Lie.  don  Ricardo  C.  Castañeda 
Magistrado,  Lie.  don  Delfino  Santisteban 
Magistrado,  Lie.  don  Elíseo  Amézquita 
Fiscal,  Licenciado  don  Enrique  R.  Mehlman 
Procurador,  Lie.  don  Eulogio  González  E. 
Secretario,  don  Gabriel  Cojulún 

Sala  de  la. Corte  de  Apelaciones: 

Presidente,  Licenciado  don  Silvano  Duarte 
Magistrado,  Licenciado  don  .José  A.  Mediano 
Magistrado,  Licdo.  don  Pedro  Pcnagos 
Fiscal,  Licenciado  don  Antonio  Castañeda 
Procurador,  don  José  María  Bonilla 
Secretario,  don  Gregorio  M.  Barrientos 

Magistrados  Suplentes: 

De  la  Sala  L'\  Lie.  don  Fernando  Aragón  D. 
De  la  Sala  1  q  Lie.  don  Ramiro  Fernández 
De  la  Sala  2*,  Lie.  don  Abel  Girón 
De  la  Sala  2!\  Lie.  don  Federico  O.  Salazar 
De  la  Sala  3  a,  Lie.  don  FranciscoContrerasB. 
De  la  Sala  3?,  Lie.  don  Salvador  Samayoa 
De  la  Sala  4'\  Lie.  don  Domingo  R.  Fuentes 
De  la  Sala  4a,  Lie.  don  Mariano  López  Pacheco 
De  la  Sala  5il,  Lie.  don  Fidencio  Duque 
De  la  Sala  5a,  Lie.  don  Antonio  Girón  y  G. 

Empleados  especiales: 

Director  de  la  “Gaceta,”  Licenciado  don 
José  González  Pilona. 

Bibliotecario  de  la  Corte,  don  J.  Ramón 
Pareja. 


Receptor  de  Fondos  de  Justicia,  don  Ángel 
Ignacio  Rubio. 

Funcionarios  militares: 

Comandante  de  Armas  General  don  José 
Reyes. 

Auditor  de  Guerra  Licenciado  don  Fer¬ 
nando  Aragón  D. 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPÚBLICA 

Vocales  militares  para  la  Corte  Suprema 
de  Justicia: 

Propietario,  General  don  José  Reyes 
Propietario,  General  don  José  Claro  Chajón 
Suplente,  General  don  José  María  Lima 
Suplente,  General  don  José  María  Orellana 

Vocales  militares  para  tas  Salas  la.,  2a.  y  Su¬ 
de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Apolinario  Ortiz 
Propietario,  General  don  Flavio  Oval  le 
Suplente,  Coronel  don  Francisco  Mollinedo 
Suplente,  Coronel  don  Juan  J.  Álvarcz 

Vocales  militares  para  la  Sala  J"  de  la 
Corte  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Francisco  Fuentes 
Propietario,  Coronel  don  Encarnación  Juárez 
Suplente,  Coronel  don  Raimundo  Aguilar 
Suplente,  Coronel  don  Manuel  E:  Ríos 


Continuación  del  Cuadro  anterior. 


Vocales  militares  para  la  Sala  5a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Antonio  Bonilla 
Propietario,  Coronel  don  Gregorio  Barrientes 
Suplente,  Coronel  don  Ismael  Salazar 
Suplente,  Coronel  don  Gregorio  Valvert 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 

Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgado  l9  y  61?  de  Guatemala,  y  Juzgados 
de  O  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de 
Chimaltenango,  Petén,  Santa  Rosa  y  El  Pro¬ 
greso. 

Sala  Ha.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  29'y  4“  de  1”  Instancia  de  Gua¬ 
temala  y  Juzgados  de  1^  Instancia  y  Coman¬ 
dancias  .de  Armas  de  Amatitlán,  Alta  y  Baja 
Verapaz  y  Escuintle. 

Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  39  y  5°  de  Ia  Instancia  de  Gua¬ 
temala,  Comandancia  de  Armas  de  Guatemala 
y  Juzgado  y  Comandancia  de  Armas  de 
Sacatepéquez. 

Sala  !¡.a.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  l9  y  29  de  1*  Instancia  y  Co¬ 
mandancia  de  Armas  de  Quezaltenango  y. 
Juzgados  de  1“  Instancia  y  Comandancias  de 
Armas  de  San  Marcos,  Totonicapán,  Huehue- 
tenango,  Quiche,  Sololá,  Suchitepéquez  y 
Retalhuleu. 

Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  de  Instancia  y  Comandancias 
de  Armas  de  los  departamentos  de  Jutiapa, 
Jalapa,  Chiquimula,  Zacapa  e  Izabal. 

NOTA  19— El  despacho  de  los  asuntos  del  ramo  criminal 
está  a  cargo  de  los  Jueces  4?,  59  y  G9  de  1*  Instancia  de  este 
DepartamentOv  entre  Quienes  se  dividen  las  causas  con 
igualdad. 

NOTA  29— En.  materia  Civil,  los  Juzgados  19,  29  y  39  de  19 
Instancia  de  la  capital  conocen  indistintamente  de  los 
asuntos  de  los  cuatro  Juzgados  de  Paz  de  esta  ciudad  y  de  los 
originarios  do  los  pueblos  de  este  departamento. 


Guatemala  . .  - 


Jueces  de  la.  Instancia  Departamentales: 
Juez  1? — 


Juez  2" — Licdo.  don  Fede¬ 
rico  O.  Salazar. 

Juez  3*? — Licenciado  don  Ro¬ 
drigo  Amado. 

Juez  4” — Licdo.  don  Vitalino 
Martínez  D. 

Juez  51? — Licdo.  don  Ángel 
Cuevas. 

Juez  69 — Licdo.  don  Fran¬ 
cisco  Contreras  B. 

Juez  l^^-Lic.  don.  José  Luis 
Arenas. 

Juez  2° — Lie.  don  Procopio 
Martínez. 

Licdo.  don  Luis  Mendoza  G. 

Licdo.  don  Rafael  Padilla  N. 

Lie.  don  Sal  vador  Guerra  V. 

Licenciado  don  Juan  Antonio 
Guillen. 

Licdo.  don  Antonio  Girón  y 
Girón. 

Licdo. 


Queza'ltenango 

Quezaltenango 

Amatitlán  .... 
Alta  Verapaz  . 
Baja  Verapaz  . 
Chimaltenango 

Chiquimula. . . 

Esenintla . 


El  Progreso  . .  Lie.  don  Eléazar  Urmeneta. 
Huehuetenango  Licdo.  don  Alberto  Herrera. 


Izabal  .  Licdo.  don  José  Dolores  Ma- 

yorga. 

Jalapa .  Licdo.  don  Fidencio  Duque. 

Jutiapa .  Lie.  don  Federico  Carbonell. 

Peten .  Licdo.  don  Clodoveo  Berges. 

Quiché . Licdo.  don  Tácito  Lacayo  (h). 

Retalhuleu  . . .  Licdo.  don  Rafael  Ordóñez 


Solís. 

Sacatepéquez.  Lie.  don  Adalberto  Aguilar. 
Suchitepéquez  Licdo.  don  Antonio  Gómez 


Romero. 

Polola .  Licdo.  don  Pedro  A.  Ibáñez. 

San  Marcos  . .  Lie.  don  Felipe  L.  Carrascosa. 
Santa  Rosa  .. .  Licdo  don  JuaS  Fortuny. 
Totonicapán  . .  Licdo.  don  Trinidad  Aguilar. 
Zacapa  .  Licdo.  don  Héctor  Blanco  Z. 


Guatemala,  junio  de  1914. 


J.  RAMÓN  PAREJA, 
Oficial  te 


